Buenos Aires, 29 de abril de 2014.- 

Y VISTOS: CONSIDERANDO: 

I.- Contra la sentencia interlocutoria dictada a fs. 42/43, la parte ejecutada interpone recurso de apelación a fs.48, fundando su crítica en el memorial de fs. 50/52, el que fue contestado a fs. 55/56.- El agraviado funda su queja, señalando que la resolución recurrida rechaza su planteo relativo a la calidad en la cual se presenta la actora, quien lo hace en representación de sus hijos y que modifica ese carácter recién luego de la interposición de la excepción que plantea el ahora recurrente, actitud que le resulta inoponible.- Se agravia también porque se ha denegado la aplicación de sanciones al desconocer la vigencia de la ley 26.579.- 

La parte actora al contestar el traslado sostiene que el reclamo es justo, motivado por el incumplimiento de la obligación de pasar alimentos, lo que motivó la tramitación de este incidente.- Que en la sentencia se dejó de lado la cuestión de la representación de los hijos y consideró que se produjo la subrogación de los derechos de aquellos, en favor de la presentante.- 

II.- Analizadas las cuestiones planteadas a la luz de lo que resulta de las constancias de autos, cabe adelantar que los argumentos del quejoso no habrán de prosperar.- En primer lugar, corresponderá efectuar un análisis a partir de la situación del trámite procesal de este incidente, que fuera iniciado a fs. 6/8, con fecha 19 de febrero de 2009, cuando ambos hijos eran menores de edad como ejecución de alimentos convenidos en mediación y que a fs. 14/16 se amplió, sin indicar personería en el encabezado del escrito, por ejecución de la sentencia dictada en el proceso sobre aumento de cuota alimentaria (expte. Nro. 10.638/08), que en copia luce fs.36/40.- En tal sentido cabe señalar que, ya sea en lo referente al cumplimiento del acuerdo antes citado, como en lo concerniente a lo decidido en el proceso mencionado, no quedan dudas que estamos dentro del ámbito del cumplimiento y ejecución de sentencias (arts. 499, 500, inc. 4 y ctes., C.P.C.C.).- 

Esta afirmación, además, encuentra sustento en lo decidido en la instancia anterior, al señalar la aplicación del art. 313, inc. 1°,C.P.C.C., como respuesta judicial que desestima el planteo de caducidad de instancia de fs. 26vta., Ap. II.- 

A ello, corresponde agregar que en lo que concierne al trámite específico diseñado para la ejecución de la sentencia de alimentos, se ve simplificado al no establecer liquidación, ni la citación de venta con el propósito de ganar celeridad y que ante el incidente de ejecución planteado, el alimentante sólo podrá oponer la excepción de pago documentado (Belluscio, Prestación Alimentaria, Régimen Jurídico, pág. 860 y sus citas).- Por lo tanto, , no encuentra cabida la excepción de referencia, fundada en una normativa que resulta sólo apropiada para el trámite del proceso ejecutivo relativo a títulos extrajudiciales.- Aún, si se optara por el régimen general que prevén los arts. 502 y sgtes, C.P.C.C. (CN Civ. Sala G, 3/10/95, LL 1996-166, nro. 163) surge nítidamente que de lo preceptuado por el art. 506, C.P.C.C., no está enumerada la excepción que propone el recurrente.- Ahora bien, sin perjuicio de esa restricción, se ha entendido que ello no significa una veda irrrestricta al análisis de otras defensas vinculadas de manera directa con la justa composición del litigio y con el ejercicio del derecho de defensa en juicio (Falcón, Tratado de Derecho Procesal Civil y Comercial, T V, pág.89, punto c).- 

Por todo lo expuesto, lo referente al análisis de los agravios por la desestimación de la excepción de falta de personería, habrá de ser analizado dentro de un marco estricto, excepcional y con criterio restringido.- 

III.- Dicho esto corresponde expresar que la objeción opuesta por el recurrente dista de ser novedosa en el proceso.- 

En efecto, conforme la sentencia dictada en esta instancia, cuya copia luce a fs. 36/40 del presente incidente, en especial en el Considerando II, surge lo referente a la admisión de la personería de hecho ejercida por la madre, ya en ese entonces, con relación al hijo Miguel Gabriel y que se decidió en el sentido de no formular objeción al tema.- En consecuencia, no se ve motivo suficiente como para variar aquel criterio, que quedó alcanzado por los efectos de la cosa juzgada.- Conforme se desprende del art. 507, C.P.C.C., se establece que las excepciones deben fundarse en hechos posteriores a la sentencia y como se dijo más arriba, lo referente a la mayoría de edad que ahora se replantea, ya fue tratado y la normativa invocada en sustento de la excepción vigente, conforme se desprende de la fecha del dictado de las sentencias, en ambas instancias.- Por lo tanto, la excepción de falta de personería intentada, por aplicación del criterio restrictivo más arriba expresado, se asemeja más a un prurito de orden técnico, en sustento del cumplimiento de un formalismo extremo, contrario a la finalidad y a la naturaleza del objeto de estas actuaciones.- 

Por último, tampoco se ha alegado en el fundamento del recurso, la existencia de una alteración fáctica en la situación descripta en lo que respecta a la convivencia de los hijos con la progenitora, conforme se expresa a fs.20, primer párrafo y más allá de la cuestión de la personería, se ha decidido que si la deuda por las cuotas de alimentos se devengó durante la minoridad del hijo, "la madre subroga en los respectivos derechos de cobro porque tal situación cabe presumir que ella -a falta de contribución del padre- anticipó lo necesario para atender a las necesidades del menor. Máxime teniendo en cuenta que cuando se trata del reclamo de prestaciones ya cumplidas, ellas han quedado incorporadas al patrimonio del acreedor que las hizo y que no se ha agregado elemento alguno que permita suponer otra cosa. (Sumario N°20703 de la Base de Datos de la Secretaría de Jurisprudencia de la Cámara Civil, Sala I R.14527 B., P.C. c/ M., E.N. s/ Ejec. De Alimentos 8/02/11.- IV.- 

Con relación al agravio relativo a la no aplicación de sanciones, la normativa invocada art. 45, C.P.C.C., refiere a los supuestos de temeridad y malicia.- 

Incurre en temeridad la parte que litiga, como actora o demandada, sin razón valedera y tiene además conciencia de la propia sin razón. La categoría se integra, por tanto, con dos presupuestos: uno, la ausencia de razón para obrar en juicio, es decir un elemento de carácter objetivo que se presenta con el rechazo de la demanda o de la contestación; el otro, de carácter subjetivo, referido al conocimiento del justiciable de lo infundado de su posición procesal. 

La malicia consiste en utilizar el proceso en contra de sus fines, obstaculizando su curso, actuando el justiciable de mala fe con el objeto de obtener una sentencia que no es la que corresponde, demorando su pronunciamiento, o ya dictada, obstaculizando su cumplimiento. 

El objeto de la normativa más arriba citada, consiste en sancionar las inconductas de las partes y sus asesores, que abarcan la totalidad del proceso. Se trata de analizar la conducta asumida en el pleito (cfr.Fenochietto-Arazi, Cód. Proc.Tº1, págs.186/189). 

El concepto precedentemente establecido permite considerar que cada parte debe responder por la actitud comprensiva de las defensas y demás cuestiones planteadas durante el trámite del juicio asumida en el proceso. 

Sentado ello, el pedido de aplicación de sanciones basado en el alegado desconocimiento de la vigencia de la ley 26.579 no será receptado por cuanto no se configuran los requisitos necesarios y más arriba explicados, que favorezcan su admisibilidad.- A todo ello, cabe sumar que independientemente del derecho alegado o no alegado por las partes, impera en el proceso judicial el principio "iura novit curia", por el cual queda a cargo del juez la aplicación de la ley correspondiente.- Por estos fundamentos, se RESUELVE: confirmar la resolución de fs. 42/43, en lo que fuera materia de agravio. Con costas al vencido (art. 68, C.P.C.C.).- 

Regístrese y encomiéndense las notificaciones al juez de primera instancia. Sin perjuicio de ello, publíquese (conf. Ac. CSJN 24/13). Cumplido, devuélvase.

